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Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Diciembre nueve del año dos mil nueve.  





Acta No. 645 de diciembre 09 del 2009. 





Expediente 66001-22-13-001-2009-00124-00





Se resuelve la acción de tutela promovida por ALEJANDRO FERNANDEZ BETANCUR, actuando a nombre propio, en contra del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL y la administradora de fondo de pensiones y cesantías BBVA HORIZONTE. 





I. ANTECEDENTES:





Presentó el actor esta acción, inicialmente, con el objeto que se le tutelaran los derechos fundamentales a la seguridad social, al mínimo vital y a la dignidad humana. Además, mencionó como violentado su derecho a la salud. La Sala inadmitió su solicitud con proveído de fecha doce de noviembre del año que avanza, para que la corrigiera, lo cual hizo oportunamente, concretando finalmente que el derecho que consideraba vulnerado o amenazado por parte de los accionados era el de petición
. 




También modificó sus pretensiones primigenias, pidiendo que se le protegiera el derecho antes destacado. 
La tutela ha sido tramitada con sujeción a las disposiciones legales pertinentes. La administradora de fondo de pensiones y cesantías BBVA HORIZONTE, por intermedio de su gerente regional, anexó escrito en el que señala que el accionante suscribió formulario de afiliación a ese fondo en pensiones el 19 de diciembre del 2003; que éste le pidió que se adelantara el proceso de calificación de su pérdida de capacidad laboral, lo cual se hizo por parte de BBVA SEGUROS DE VIDA COLOMBIA S.A., que es la compañía de seguros de vida con la cual se tiene contratado el seguro previsional, la cual determinó el día 2 de mayo del 2009 que el paciente tiene una pérdida de su capacidad laboral de origen común equivalente a 65.25%, estableciendo como fecha de su estructuración el 04 de febrero de igual año; que con posterioridad, el señor ALEJANDRO FERNANDEZ BETANCUR radicó ante esa entidad, la petición de pensión de invalidez, determinándose que cumplía con los requisitos establecidos en el artículo 39 de la ley 100 de 1993 para acceder a la pensión; que en atención a ello, y con el objeto de que la compañía de seguros BBVA SEGUROS DE VIDA COLOMBIA S.A. pudiera determinar el ingreso base de liquidación con el que se establecerá el monto de la mesada pensional y el valor de la suma adicional que financiará la pensión de invalidez, la administradora HORIZONTE, mediante comunicación BPPE-019-1403 del 03 de agosto de 2009, le solicitó al MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL la correspondiente certificación laboral, en los términos que consagra el artículo 23 del Decreto 1748 de 1995, modificado y adicionado por el 11 del Decreto 1513 de 1998, al igual que por el 48 del primer decreto mencionado, modificado por el canon 20 del segundo; que igualmente mediante comunicación EPNI 09-2259 del 19 de agosto del año que avanza, le pidió al ministerio la expedición de una certificación laboral con el salario, mes a mes, devengado por el tutelante desde diciembre de 1999 a marzo del 2003; que la entidad del Estado pidió al fondo información adicional, la cual le fue suministrada
. Por tanto, argumenta,  se encuentra a la espera de que el codemandado se pronuncie al respecto, para proceder a remitir el caso del señor ALEJANDRO FERNANDEZ BETANCUR a la compañía de seguros BBVA SEGUROS DE VIDA COLOMBIA S.A., con el objeto de que se lleve a efecto el reconocimiento, liquidación y pago de la suma adicional necesaria para financiar el pago de la pensión de invalidez pedida, de acuerdo con el artículo 70 de la ley 100 de 1993. Finaliza su escrito diciendo que por esta vía no es posible ordenarse el pago de una pensión –transcribe apartes de diferentes jurisprudencias-; que su actuar se ha enmarcado dentro de claros preceptos legales que regulan el sistema general de pensiones, por lo que se debe desestimar la acción en su contra; pide que se le ordene al MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL que expida la correspondiente certificación laboral, de acuerdo con el artículo 48 de los decretos antes mencionados. 
El MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, por fuera del término concedido, allegó un escrito en el que la coordinadora grupo de prestaciones sociales, remite al teniente coronel JAVIER ARMANDO PORRAS ORJUELA, lo relacionado con esta acción de tutela
, sin pronunciarse al respecto. 

Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

Como se expresó al comienzo de esta providencia, el derecho fundamental que el actor considera vulnerado es el de petición, amparado por el artículo 23 de la Constitución Nacional.

En relación con este derecho, hay que decir que cuando en ejercicio de él, bien sea que se haga en interés general o particular,  un ciudadano eleva solicitud a la autoridad pública, ésta no sólo está obligada a recibirla sino a resolverla utilizando los mecanismos legales que se hayan dispuesto. De conformidad con el artículo 35 del C.C.A., la decisión debe ser motivada.

La determinación que toma el funcionario es un acto administrativo contra el cual pueden interponerse los recursos ordinarios, si la ley así lo admite e instaurarse las acciones contencioso administrativas.

A tono con el artículo 31 del C. C. A., es deber primordial de todas las autoridades hacer efectivo el ejercicio del derecho que consagra el artículo 23 de la Constitución Nacional, mediante la rápida y oportuna resolución de las peticiones  que les formulen y que tengan relación directa en las actividades a su cargo.

El MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL es una persona jurídica del orden Nacional, de naturaleza pública, que hace parte de la Rama Ejecutiva, por lo cual es destinataria, pasivamente, de la acción de tutela.

Las normas del Código Contencioso Administrativo que reglamentan el derecho de petición en interés general se aplican al derecho de petición en interés particular, a tono con el inciso 2º. del artículo 9º. de aquélla normatividad. 

Pues bien, de acuerdo con el canon 6 ejusdem, las peticiones se deben resolver y contestar dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando ello no sea posible en dicho término, la entidad debe informarlo al interesado, expresando los motivos de la demora e indicando la fecha en que se resolverá y dará respuesta. 

Las peticiones de que da cuenta este expediente, fueron presentadas por la administradora de fondo de pensiones y cesantías BBVA HORIZONTE, así: una, el día cuatro de agosto
; las otras, aunque no aparecen fechas de recibido, se presume que lo fueron el mismo día de su emisión, es decir, el diecinueve de agosto y diecinueve de octubre, todas de este año
, ya que el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL no adujo prueba en contrario. Por  tanto, el término para resolver los derechos de petición en interés particular, vencieron el veintisiete de agosto, nueve de septiembre y el diez de noviembre del dos mil nueve, en su orden, y éste guardó silencio. Y, aunque pudiera alegar que requería información adicional para responder los derechos de petición, la misma ya le fue brindada, según se desprende de la comunicación que obra a folios 46 y 47, por lo que no existe una justa causa para actuar como lo ha hecho. 
Ahora bien, podría argumentarse que la administradora de fondo de pensiones y cesantías BBVA HORIZONTE no está legitimada para impetrar a nombre del tutelante las peticiones de que trata el expediente, lo cual no es cierto porque sí lo está, en virtud a las facultades conferidas por el artículo 48 del Decreto 1748 de 1995, modificado por el 20 del 1513 de 1998
.
En consecuencia, se tutelará el derecho de petición que le ha violado el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL al señor ALEJANDRO FERNANDEZ BETANCUR, ordenándole a su representante legal, el Ministro de Defensa, Dr. GABRIEL SILVA LUJAN o quien haga sus veces que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, le resuelva las peticiones que le formuló por intermedio de su administradora de fondo de pensiones, los días cuatro, diecinueve de agosto y diecinueve de octubre del dos mil nueve, en las que le pedía una certificación laboral, bajo los parámetros que consagra el artículo 23 del Decreto 1748 de 1995, modificado y adicionado por el 11 del Decreto 1513 de 1998; y otra con el salario, mes a mes, devengado por el tutelante desde diciembre de 1999 a marzo del 2003; o, en su defecto, planillas de autoliquidación o estado de cuenta del I.S.S.. En el evento de no haber laborado o cotizado, deberá indicarlo por escrito, haciendo referencia explícita a los períodos antes indicados.
Se negará la acción de tutela en contra de BBVA HORIZONTE, administradora de fondo de pensiones y cesantías, por cuanto que no ha violado o amenazado ningún derecho constitucional fundamental del peticionario.  
En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE CONCEDE la acción de tutela promovida por ALEJANDRO FERNANDEZ BETANCUR en contra del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL.

En consecuencia, se le ORDENA a la entidad accionada, a través de su representante legal, el Ministro de Defensa, Dr. GABRIEL SILVA LUJAN o quien haga sus veces que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir del momento en que se le notifique este fallo, le resuelva las peticiones que formuló el accionante por intermedio de su administradora de fondo de pensiones - BBVA HORIZONTE-, los días cuatro, diecinueve de agosto y diecinueve de octubre del dos mil nueve, en las que le pedía una certificación laboral, bajo los parámetros que consagra el artículo 23 del Decreto 1748 de 1995, modificado y adicionado por el 11 del Decreto 1513 de 1998; y otra con el salario, mes a mes, devengado por el tutelante desde diciembre de 1999 a marzo del 2003; o, en su defecto, planillas de autoliquidación o estado de cuenta del I.S.S.. En el evento de no haber laborado o cotizado, deberá indicarlo por escrito, haciendo referencia explícita a los períodos antes indicados.
 2º) SE NIEGA la acción de tutela en contra de BBVA HORIZONTE, administradora de fondo de pensiones y cesantías.

3º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5º, Decreto 306 de 1992).





4º) De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
  Fernán Camilo Valencia López 
� Folio 29.


� Folios 46 y 47.


� Folio 61.


� Folios 49 y 50.


� Folios 48; 41 y 42, respectivamente.


� Artículo 48. ENTIDADES ADMINISTRADORAS. Son entidades administradoras: a) El ISS respecto a los bonos tipo B. b) La AFP a la cual esté afiliado el trabajador, respecto a los bonos tipo A. Corresponde a las entidades administradoras adelantar, por cuenta del afiliado pero sin ningún costo para éste, las acciones y procesos de solicitud de bonos pensionales y de pago de los mismos cuando se cumplan los requisitos establecidos para su redención. Los afiliados deberán suministrar a las administradoras la información que sea necesaria y que se encuentre a su alcance para tramitar las solicitudes. En todo caso, las administradoras están facultadas para solicitar las certificaciones que resulten necesarias, las cuales son de obligatoria expedición por parte de los destinatarios de estas solicitudes. No obstante lo anterior, el emisor también podrá solicitar directamente las certificaciones necesarias. Los empleadores requeridos por una entidad administradora o por un emisor para suministrar información, deberán hacerlo en un plazo máximo de tres (3) meses contados a partir de dicho requerimiento, so pena de las sanciones civiles y administrativas a que haya lugar. Las entidades administradoras quedan eximidas de allegar certificaciones, y el empleador de suministrarlas individualmente, cuando el bono vaya a ser calculado por la OBP, siempre que la información esté incluida en el último Archivo Laboral Masivo que se haya entregado a esta Oficina, salvo cuando el trabajador solicite expresamente una certificación individual más amplia (negrilla fuera de texto).
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